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RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA No. 062-GADMCH-2024-ESTADO-EMERGENCIA 

 
Dr. Luis Bernardo Escobar Garcés 
ALCALDE DEL CANTÓN CHAMBO 

 
CONSIDERANDO: 

 
Que, el numeral 8 del artículo 3 de la Constitución de la República del Ecuador, establece como uno de los deberes 
primordiales del Estado, garantizar a sus habitantes el derecho a la seguridad integral; 
 
Que, el Art. 11 numeral 8 de la Constitución de la República del Ecuador expresa: El contenido de los derechos se 
desarrollará de manera progresiva a través de las normas, la jurisprudencia y las políticas públicas. El Estado 
generará y garantizará las condiciones necesarias para su pleno reconocimiento y ejercicio. “Será inconstitucional 
cualquier acción u omisión de carácter regresivo que disminuya, menoscabe o anule injustificadamente el ejercicio de 
los derechos”;   

Que, el Art. 11 numeral 9 de la Constitución de la República del Ecuador expresa: “El más alto deber del Estado 
consiste en respetar y hacer respetar los derechos garantizados en la Constitución”; 
 
Que, el Art. 14 de la Constitución de la República del Ecuador establece: “Se reconoce el derecho de la población a 
vivir en un ambiente sano ecológicamente equilibrado, que garantice la sostenibilidad y el buen vivir, sumak kawsay 
(…)” 
 
Que, como parte de los derechos de libertad, el artículo 66 de la Constitución de la República de Ecuador reconoce y 
garantiza a las personas, el derecho a una vida digna, que asegure la salud, alimentación y nutrición, agua 
potable, vivienda, saneamiento ambiental, educación, trabajo, empleo, descanso y ocio, cultura física, vestido, 
seguridad social y otros servicios sociales necesarios; 
 
Que, el literal I) del numeral 7 del artículo 76 de la Constitución de la República del Ecuador, establece como garantía 
básicas del derecho al debido proceso entre otras, la siguiente: "¡) Las resoluciones de los poderes públicos deberán 
ser motivadas. No habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se 
funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, 
resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se considerarán nulos. Las servidoras o 
servidores responsables serán sancionados”; 
 
Que, el Art. 82 de la Constitución de la República del Ecuador expresa: “El derecho a la seguridad jurídica se 
fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas 
por las autoridades competentes”; 
 
Que, los numerales 1 y 7 del artículo 83 de la Norma Suprema, establecen como deberes y responsabilidades de las 
ecuatorianas y los ecuatorianos, entre otros los siguientes: "1. Acatar y cumplir la Constitución, la ley y las decisiones 
legítimas de autoridad competente. 7. Promover el bien común y anteponer el interés general al interés particular, 
conforme al buen vivir”;  
 
Que, la Constitución de la República del Ecuador, en el artículo 85, numerales 1 y 2, percibe respeto a la formulación, 
ejecución, evaluación y control de las políticas públicas y servicios públicos que garanticen los derechos reconocidos 
por la Constitución, se regularán de acuerdo con las siguientes disposiciones, entre otras: “Las políticas públicas y la 
prestación de bienes y servicios públicos se orientarán a hacer efectivos el buen vivir y todos los derechos, y se 
formularán a partir del principio de solidaridad”; y, “Sin perjuicio de la prevalencia del interés general sobre el interés 
particular, cuando los efectos de la ejecución de las políticas públicas o prestación de bienes o servicios públicos, 
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amenacen con vulnerar derechos constitucionales, la política o prestación deberá reformularse o se adoptarán 
medidas alternativas que concilien los derechos en conflicto”; 
 
Que, el Art. 226, Ibídem expresa: “Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o 
servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las 
competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar 
acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la 
Constitución”;  
 
Que, el Art. 227 de la Carta Fundamental del Estado expresa: “La administración pública constituye un servicio a la 
colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, 
descentralización, coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación”; 
 
Que, el Art. 238 de la Constitución expresa: “Los gobiernos autónomos descentralizados gozarán de autonomía 
política, administrativa y financiera, y se regirán por los principios de solidaridad, subsidiariedad, equidad 
interterritorial, integración y participación ciudadana (…)”; 
 
Que, los numerales 3, 4 y 7 del artículo 264 de la Norma Suprema, establece como competencia exclusiva de los 
gobiernos municipales, entre otras las siguientes: “3.- Planificar, construir y mantener la vialidad urbana. 4.- Prestar los 
servicios públicos de agua potable, alcantarillado, depuración de aguas residuales, manejo de desechos sólidos, 
actividades de saneamiento ambiental y aquellos que establezca la ley; y, 7.- Planificar, construir y mantener la 
infraestructura física y los equipamientos de salud y educación, así como los espacios públicos destinados al 
desarrollo social, cultural y deportivo, de acuerdo con la ley”; 
 
Que, el Art. 238 de la Constitución de la República del Ecuador establece: "Los gobiernos autónomos 
descentralizados gozarán de autonomía política, administrativa y financiera, y se regirán por los principios de 
solidaridad, subsidiariedad, equidad interterritorial, integración y participación ciudadana";  
 
Que, el Art. 313  ut supra tipifica: “Se consideran sectores estratégicos la energía en todas sus formas, las 
telecomunicaciones, los recursos naturales no renovables, el transporte y la refinación de hidrocarburos, la 
biodiversidad y el patrimonio genético, el espectro radioeléctrico, el agua, y los demás que determine la ley”; 
 
Que, el Art. 318 de la norma antes referida manifiesta: “El agua es patrimonio nacional estratégico de uso público, 
dominio inalienable e imprescriptible del Estado, y constituye un elemento vital para la naturaleza y para la existencia 
de los seres humanos. Se prohíbe toda forma de privatización del agua. La gestión del agua será exclusivamente 
pública o comunitaria. El servicio público de saneamiento, el abastecimiento de agua potable y el riego serán 
prestados únicamente por personas jurídicas estatales o comunitarias. El Estado fortalecerá la gestión y 
funcionamiento de las iniciativas comunitarias en torno a la gestión del agua y la prestación de los servicios públicos, 
mediante el incentivo de alianzas entre lo público y comunitario para la prestación de servicios (…)”;  
 
Que, el Art. 375 de la carta suprema en su numeral 3 expresa: “(…) El Estado, en todos sus niveles de gobierno, 
garantizará el derecho al hábitat y a la vivienda digna, para lo cual: (…) 3. Elaborará, implementará y evaluará 
políticas, planes y programas de hábitat y de acceso universal a la vivienda, a partir de los principios de universalidad, 
equidad e interculturalidad, con enfoque en la gestión de riesgos (…); 
 
Que, el Art. 375 de la Ibídem en su numeral 6 señala, “(…) El Estado, en todos sus niveles de gobierno, garantizará el 
derecho al hábitat y a la vivienda digna, para lo cual: (…) 6. Garantizará la dotación ininterrumpida de los servicios 
públicos de agua potable y electricidad a las escuelas y hospitales públicos (…)”;  
 
Que, el Art. 389 de la Constitución de la República del Ecuador prescribe: "El Estado protegerá a las personas, las 
colectividades y la naturaleza frente a los efectos negativos de los desastres de origen natural o antrópico mediante la 
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prevención ante el riesgo, la mitigación de desastres, la recuperación y mejoramiento de las condiciones sociales, 
económicas y ambientales, con el objetivo de minimizar la condición de vulnerabilidad (…)";  
 
Que, el Art. 390 ibídem determina que: "Los riesgos se gestionarán bajo el principio de descentralización subsidiaria, 
que implicará la responsabilidad directa de las instituciones dentro de su ámbito geográfico. Cuando sus capacidades 
para la gestión del riesgo sean insuficientes, las instancias de mayor ámbito territorial y mayor capacidad técnica y 
financiera brindarán el apoyo necesario con respeto a su autoridad en el territorio y sin relevarlos de su 
responsabilidad";  
 
Que, el Art. 424 de la norma suprema establece: “La Constitución es la norma suprema y prevalece sobre cualquier 
otra del ordenamiento jurídico. Las normas y los actos del poder público deberán mantener conformidad con las 
disposiciones constitucionales; en caso contrario carecerán de eficacia jurídica. La Constitución y los tratados 
internacionales de derechos humanos ratificados por el Estado que reconozcan derechos más favorables a los 
contenidos en la Constitución, prevalecerán sobre cualquier otra norma jurídica o acto del poder público”; 
 
Que, el Art. 5 del Código Orgánico de Organización Territorial Autonomía y Descentralización dice: “Autonomía. - La 
autonomía política, administrativa y financiera de los gobiernos autónomos descentralizados y regímenes especiales 
prevista en la Constitución comprende el derecho y la capacidad efectiva de estos niveles de gobierno para regirse 
mediante normas y órganos de gobierno propios, en sus respectivas circunscripciones territoriales, bajo su 
responsabilidad, sin intervención de otro nivel de gobierno y en beneficio de sus habitantes. Esta autonomía se 
ejercerá de manera responsable y solidaria. En ningún caso pondrá en riesgo el carácter unitario del Estado y no 
permitirá la secesión del territorio nacional”;  
 
Que, el artículo 9 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, prescribe que: "La 
facultad ejecutiva comprende el ejercicio de potestades públicas privativas de naturaleza administrativa bajo 
responsabilidad de gobernadores o gobernadoras regionales, prefectos o prefectos, alcaldes o alcaldesas cantonales 
o metropolitanos y presidentes o presidentas de juntas parroquiales rurales;  
 
Que, conforme lo determina el Art. 54 Ibídem son: Funciones.- Son funciones del gobierno autónomo descentralizado 
municipal las siguientes: “a) Promover el desarrollo sustentable de su circunscripción territorial cantonal, para 
garantizar la realización del buen vivir a través de la implementación de políticas públicas cantonales, en el marco de 
sus competencias constitucionales y legales; y f) Ejecutar las competencias exclusivas y concurrentes reconocidas por 
la Constitución y la ley y en dicho marco, prestar los servicios públicos y construir la obra pública cantonal 
correspondiente con criterios de calidad, eficacia y eficiencia, observando los principios de universalidad, 
accesibilidad, regularidad, continuidad, solidaridad, interculturalidad, subsidiariedad, participación y equidad”; 
 
Que, el artículo 55 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización (en adelante, 
COOTAD) determina: “Los gobiernos autónomos descentralizados municipales tendrán las siguientes competencias 
exclusivas sin perjuicio de otras que determine la ley”; 
 
Que, de acuerdo a lo que determina el Art. 60 literales a e i Ut Supra son atribuciones del Alcalde o Alcaldesa entre 
otras las siguientes: “a) Ejercer la representación legal del gobierno autónomo descentralizado municipal; y la 
representación judicial conjuntamente con el procurador síndico e i) Resolver administrativamente todos los asuntos 
correspondientes a su cargo (…)”;  
 
Que, el literal p) del artículo 60 Ibídem establece entre las  atribuciones  del Alcalde  cantonal: “p) Dictar, en caso de 
emergencia grave, bajo su responsabilidad, medidas de carácter urgente y transitorio y dar cuenta de ellas al 
concejo cuando se reúna, si a éste hubiere correspondido adoptarlas, para su ratificación”; 
 
Que, el Art. 30 del Código Civil ecuatoriano señala: “Se llama fuerza mayor o caso fortuito, el imprevisto a que no es posible 
resistir, como u naufragio, un terremoto, el apresamiento de enemigos, los actos de autoridad ejercidos por un funcionario 
público, etc.”; 
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Que, el numeral 31 del Art. 6 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, define a las 
situaciones de emergencia como “…aquellas generadas por acontecimientos graves tales como accidentes, 
terremotos, inundaciones, sequías, grave conmoción interna, inminente agresión externa, guerra internacional, 
catástrofes naturales, y otras que provengan de fuerza mayor o caso fortuito, a nivel nacional, sectorial o institucional. 
Una situación de emergencia es concreta, inmediata, imprevista, probada y objetiva”; 

 
Que, el Art. 57 ibídem determina que: “Para atender las situaciones de emergencia definidas en el número 31 del 
artículo 6 de esta        Ley, previamente a iniciarse el procedimiento, el Ministro de Estado o en general la máxima 
autoridad de la entidad deberá emitir resolución motivada que declare la emergencia, para justificar la contratación. 
Dicha resolución se publicará en el Portal de COMPRAS PÚBLICAS. La entidad podrá contratar de manera directa, y 
bajo responsabilidad de la máxima autoridad, las obras, bienes o servicios, incluidos los de consultoría, que se requieran de 
manera estricta para superar la situación de emergencia. Podrá, inclusive, contratar con empresas extranjeras sin 
requerir los requisitos previos de domiciliación ni de presentación de garantías; los cuales se cumplirán una vez 
suscrito el respectivo contrato…”; 
 
Que, el Art. 236 del Reglamente General de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública 
establece: “Regulaciones adicionales a la declaratoria.- Cuando la emergencia se refiera a situaciones que 
provengan de fuerza mayor o caso fortuito, se detallará el motivo, que tendrá relación con la definición que consta en 
el artículo 30 de la Codificación del Código Civil. Junto con la publicación de la resolución motivada que declara la 
emergencia, se establecerá en el Portal de COMPRASPÚBLICAS la fecha de inicio de la situación de emergencia, 
para fines de control. Para el caso de catástrofes naturales en las que no se tenga acceso a conexión de internet, la 
entidad contratante podrá publicar la resolución que declara la emergencia en contratación pública, en un término 
máximo de quince (15) días posteriores a su emisión. La declaratoria de estado de excepción efectuada por el 
Presidente de la República, la declaratoria del estado de emergencia sanitaria, o las resoluciones de los comités de 
operaciones de emergencia, no suplen a la declaratoria de emergencia en contratación pública que cada entidad 
contratante debe emitir y publicar. Los órganos o entidades centrales o matrices podrán avocar competencias de sus 
órganos o entidades desconcentradas a efectos de declarar la emergencia en contratación pública y llevar a cabo las 
contrataciones en situación de emergencia, de ser el caso.” 
 
Que, el Art. 237 ibídem establece: “ Generalidades contrataciones en situación de emergencia.- La presunción de 
hecho establecida en el artículo 57.1 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública será refutada 
si las entidades contratantes justifican que existen razones técnicas que acreditan y sustentan que el contrato 
celebrado en el periodo de declaratoria de emergencia, destinado a superarla, deba ejecutarse y cumplirse en un 
tiempo mayor de duración, como cuando debe construirse una obra, para evitar o prevenir que se cause ruina en 
otra infraestructura o se impida un daño mayor. Para tal efecto se contará con los informes técnicos respectivos que 
constarán en el expediente de la emergencia. No se realizará procedimiento de emergencia, tratándose de bienes y 
servicios que consten en el catálogo electrónico; salvo que la entidad contratante establezca la inconveniencia de la 
provisión de los bienes y servicios catalogados, por razones de orden técnico o de oportunidad en su provisión o 
cualquier otra circunstancia que a su criterio, impida atender o superar la situación de emergencia, particular que 
constará en el expediente de la emergencia. Sin perjuicio de las contrataciones que se realicen por la declaratoria de 
emergencia, la entidad contratante podrá continuar ejecutando contrataciones bajo el régimen común.”  
 
Que, el Art. 238 ibídem nos dice: “Procedimiento.- a entidad contratante realizará la selección de proveedores 
transparente, conforme lo establecido en el artículo 57.1 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 
Pública, utilizando por regla general la herramienta que el SERCOP habilite para el efecto en el Portal de 
COMPRASPÚBLICAS. En la referida herramienta la entidad contratante deberá publicar su necesidad de 
contratación con las especificaciones técnicas o términos de referencia respectivos. Si una vez publicado el pedido, 
no se remiten proformas, la entidad podrá obtenerlas directamente. Si por la naturaleza de la situación de 
emergencia, no se tuviera acceso a conexión de internet, se podrá obtener las proformas directamente. Sobre la 
base de las propuestas que reciba la entidad, seleccionará a la que más convenga a los intereses institucionales, 
verificando que cumplan los requisitos, conforme lo previsto en los incisos quinto y sexto del artículo 57.1 de la Ley 
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Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública. La actividad económica u objeto social de los proveedores 
que participen deberá estar relacionada con el objeto de la contratación. De celebrarse el contrato contraviniendo 
esta norma, se aplicará lo previsto en el artículo 64 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación 
Pública, sin perjuicio de las responsabilidades que determine el organismo de control competente. El estudio de 
mercado se considerará efectuado al realizar lo establecido en los incisos anteriores, quedando suficientemente 
sustentado el precio obtenido conforme a la situación de mercado que en ese momento existió. Una vez 
seleccionada la proforma, se procederá con la certificación de disponibilidad presupuestaria, de forma previa a 
suscribir el contrato, orden de compra o en general antes de requerir al proveedor que entregue el bien, preste el 
servicio o consultorio, o realice la obra. Los contratos, órdenes de compra de emergencia o facturas generados en el 
marco de la declaratoria de emergencia, deberán instrumentarse por escrito, conforme lo previsto en el número 26 
del artículo 6 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, es decir, deberán estar elaborados y 
perfeccionados por medios físicos o electrónicos. Las entidades contratantes podrán perfeccionar los instrumentos a 
los que se refiere el inciso precedente solo por medio del uso o transmisión de mensajes de datos, de conformidad 
con las disposiciones establecidas en la Ley de Comercio Electrónico. Firmas Electrónicas y Mensajes de Datos. Si 
los servicios notariales en la localidad no estuviesen disponibles, y que en el caso de contratos que por su 
naturaleza o expreso mandato de la Ley requieran ser protocolizados, éstos iniciarán su ejecución desde la 
suscripción, y una vez que se reestablezcan los servicios notariales, la entidad contratante subsanará de forma 
inmediata este particular. Los contratos en mención, o las órdenes de compra o facturas que instrumenten las 
contrataciones en situación de emergencia, deberán ser publicados de manera obligatoria en el Portal de 
COMPRASPÚBLICAS. en el término máximo de tres (3) días posteriores a la fecha de suscripción del instrumento 
indicado: salvo el caso de catástrofes naturales en las que no se tenga acceso a conexión de internet, en cuyo caso 
se contará con el término de quince (15) días. La entidad contratante, a su discreción, podrá utilizar los formatos de 
documentos facilitados por el SERCOP, o los modelos de contratos correspondientes a obras, bienes y/o servicios 
incluidos los de consultorio, con las adecuaciones que sean necesarias y que obedezcan a la necesidad de superar 
la emergencia.” 
 
Que, Art. 241 del mismo cuerpo normativo, dice: “Informe.-  Una vez realizada la contratación necesaria y superada 
la situación de emergencia, la entidad contratante deberá publicar en la herramienta "Publicaciones de Emergencia", 
vinculada a la declaratoria inicial, el informe emitido por la máxima autoridad o su delegado, que obligatoriamente 
contendrá lo siguiente: 1. Número y fecha de la resolución que declaró la emergencia: 2. Número de contratos, 
órdenes de compra o facturas generadas para superar la emergencia: 3. Objeto de cada contrato efectuado, órdenes 
de compra o facturas generadas: 4. Identificación del o los contratistas con su respectivo número de RUC; 5. Plazo 
de duración de la emergencia: 6. Valor de cada contrato, órdenes de compra o facturas generadas, incluyéndose 
reajustes, contratos complementarios o cualquier otra situación que permita cuantificar con exactitud el valor 
invertido en la emergencia: 7. Resultados de la contratación con indicación de bienes adquiridos, servicios 
prestados, productos de consultaría y obras construidas, según sea el caso, con referencia al cumplimiento de sus 
respectivas obligaciones; y, 8. Indicación clara de las situaciones de hecho que se lograron corregir o superar con 
los resultados de la contratación. La publicación del informe de emergencia se realizará hasta cinco (5) días después 
de su emisión, bajo responsabilidad de la máxima autoridad de la entidad contratante, su delegado y los usuarios 
autorizados para operar el Portal COMPRASPÚBLICAS.” 
 
Que, el Art. 1 de la Ley Orgánica Para la Gestión Integral del Riesgo de Desastres manifiesta: “(…) Objeto.- La 
presente Ley tiene por objeto normar los procesos para la planificación, organización y articulación de políticas y 
servicios para el conocimiento, previsión, prevención, mitigación; la respuesta y la recuperación ante emergencias, 
desastres, catástrofes ,endemias (sic) y pandemias; y, regular el funcionamiento del Sistema Nacional 
Descentralizado de Gestión Integral del Riesgo de Desastres garantizando la seguridad y protección de las personas, 
las colectividades y la naturaleza, frente a las amenazas de origen natural y antrópico, con el objetivo de reducir el 
riesgo de desastres (…)”; 
 
Que, el Art. 2 Ibídem expresa: “Las disposiciones de la presente Ley se aplican en el territorio nacional y son de 
cumplimiento obligatorio para todo el sector público; personas naturales, jurídicas o mixtas; colectividades; 
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comunidades; nacionalidades; comunas; organizaciones internacionales; y, organismos internacionales, de 
conformidad con los tratados y convenios vigentes en el Ecuador (…)”; 
 
Que, el Art. 13 Ut Supra manifiesta: “Respuesta ante emergencias y desastres.- La respuesta ante emergencias y 
desastres se refiere al conjunto de medidas necesarias adoptadas durante o inmediatamente después de una 
emergencia o desastre para garantizar el derecho a la vida, la integridad física y la protección de la población 
afectada. En ejercicio de sus competencias para la comprensión, conocimiento, previsión y monitoreo del riesgo de 
desastres, los regímenes especiales, los gobiernos autónomos descentralizados municipales, los distritos 
metropolitanos y los gobiernos autónomos provinciales, en coordinación con la entidad rectora de la gestión integral 
del riesgo de desastres, las instituciones del gobierno central e, institutos y organismos técnicos científicos y otros 
actores del Sistema, la implementación de medidas y acciones para el análisis, evaluación y previsión del riesgo en su 
territorio, deberán: 1. Velar por la protección de los derechos de las personas afectadas con especial a los niños, 
niñas y adolescentes, grupos vulnerables y grupos de atención prioritaria, con atención a la integridad física y sexual, 
salud, educación, seguridad alimentaria, acceso a agua segura, vivienda, saneamiento y otros aspectos esenciales 
para el bienestar individual y familiar; y, la protección de los derechos de la naturaleza, entre otras. 2. Ejecutar las 
acciones previstas en los preparativos para la respuesta. 3. Definir zonas de impacto 4. Implementar medidas de 
acción sin daño; de evacuación; activación de equipos de búsqueda, rescate y salvamento de vidas; asistencia 
humanitaria; atención prehospitalaria; gestión de alojamientos temporales, entre otras. 5. Establecer e implementar 
protocolos de actuación para la atención de emergencias y la respuesta ante desastres, considerando las 
particularidades y necesidades del territorio. 6. Evaluar la efectividad de las medidas de respuesta implementadas y 
elaborar los informes y evaluaciones posteriores. 7. Destinar y gestionar los recursos financieros suficientes para la 
implementación de medidas de respuesta ante desastres. Los gobiernos autónomos parroquiales rurales darán 
soporte y participarán en las acciones de respuesta en su territorio (…)”; 
 
Que, el Art. 21 numeral 2 de la Ley Orgánica Para la Gestión Integral del Riesgo de Desastres señala, “La gestión 
integral del riesgo de desastres a nivel local, de conformidad con la Constitución de la República, se realizará en 
reconocimiento de: (…) 2. La autonomía de los gobiernos autónomos descentralizados y regímenes especiales y su 
responsabilidad directa en la regulación, coordinación, dirección y gestión integral de riesgos en su ámbito territorial 
de conformidad con la presente Ley, su reglamento general de aplicación y las disposiciones de la entidad rectora de 
la gestión integral del riesgo de desastres (…)”; 
 
Que, el Art. 28 Ut Supra establece: “El Comité de Operaciones de Emergencia es la instancia interinstitucional 
nacional, de régimen especial, provincial, cantonal o parroquial responsable de coordinar las acciones y el manejo de 
los recursos tendientes a la atención, respuesta y rehabilitación en situaciones de emergencia, desastres, catástrofes, 
endemias, epidemias y pandemias, de conformidad con los lineamientos que para el efecto emita el ente rector de la 
gestión integral del riesgo de desastres.(…) El Comité de Operaciones de Emergencias Nacional se activará en casos 
de desastres y catástrofes; será presidido por el Presidente de la República, o su delegado quien contará con las 
mismas atribuciones y tendrá como mínimo rango de ministro de Estado. (…) En caso de emergencias, y en atención 
a su ámbito territorial, magnitud y en función del principio de descentralización subsidiaria, se constituirá el comité de 
operaciones de emergencias de los regímenes especiales, a nivel provincial, cantonal y parroquial que será presidido 
por la máxima autoridad de cada nivel de gobierno, según corresponda. (…) Se convocará a las sesiones del 
respectivo comité a todas las entidades públicas o privadas, que por sus competencias y fines deban participar en 
cada sesión de forma obligatoria, conforme a las necesidades de la población. Estas entidades deberán ejecutar sus 
mecanismos de activación institucional que incluyan los aspectos técnicos y administrativos que permitan dar una 
respuesta armonizada a las necesidades, de acuerdo con el impacto de la emergencia, desastre o catástrofe. (…)”; 
 
Que, el Art. 63 Ibídem señala: “La declaratoria de estado de alerta es una herramienta a través de la cual los 
organismos del Sistema Nacional Descentralizado de Gestión del Riesgo conocen las condiciones y evolución de 
amenazas para la activación de sus protocolos y la implementación de medidas de preparación para salvaguardar la 
integridad de la población, de sus bienes y de la naturaleza. La declaración de estados de alerta será competencia de 
los gobiernos autónomos descentralizados municipales, metropolitanos, provinciales y regímenes especiales, en 
atención a su ámbito territorial de competencia; y, del ente rector de la gestión integral del riego de desastre cuando 
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corresponda en casos de amenazas regionales y nacionales o en atención al principio de descentralización 
subsidiaria (…)”; 
 
Que, el Art. 65 Ut Supra dice: “Con base en el informe técnico justificativo y a criterio del Comité de Operaciones de 
Emergencia responsable, las autoridades locales de conformidad con sus competencias constitucionales y legales 
declararán el estado de emergencia en sus respectivos ámbitos territoriales cumpliendo, para el efecto, con los 
criterios y parámetros normados en el reglamento general de aplicación de esta ley. Las autoridades locales estarán 
obligadas a rendir cuentas a los órganos de fiscalización y control de recursos públicos competentes una vez que la 
emergencia haya concluido. Cuando la emergencia supere la capacidad institucional del gobierno autónomo 
descentralizado y se necesite apoyo de las instancias de mayor ámbito territorial o del resto de instancias sectoriales, 
el comité de operaciones de emergencia del nivel territorial que corresponda podrá realizar la declaratoria de desastre. 
Las instancias con mayor ámbito territorial y de mayor capacidad técnica y financiera brindarán el apoyo necesario al 
gobierno autónomo descentralizado o del régimen especial que declaró el desastre, con respeto a su autoridad en el 
territorio y sin relevarlo de sus responsabilidades (…)”; 
 
Que, el Art. 66 de esta norma señala, “La declaratoria de emergencia y la declaratoria de desastre estarán 
encaminada a responder a los efectos e impactos negativos propios que genera el desastre y a impedir su extensión. 
La declaratoria tendrá una duración de hasta noventa días, renovable las veces que la atención a la emergencia o 
desastre lo requiera. La declaratoria de emergencia o declaratoria de desastre permitirá; (…) 1. La activación de todas 
las entidades de los diferentes niveles de gobierno presentes en el territorio o de otros sectores, para la atención y 
respuesta a la emergencia bajo las directrices del Comité de Operaciones de Emergencia responsable, respetando las 
competencias de cada entidad. (…) 2. La activación de aquellas entidades del nivel nacional que no tengan presencia 
en ese territorio o sean parte de ese sector, pero que por sus competencias se requiera su participación para atender 
y responder a la emergencia o desastre. (…) 3. Facilitar el cumplimiento de las características de concreta, inmediata, 
imprevista, probada y objetiva de la situación de emergencia que sustente Una declaratoria de emergencia en 
contratación pública, conforme la ley de la materia, exclusivamente en acontecimientos que estén relacionados con el 
objeto de la presente ley. (…) 4. Habilitar a todas las entidades del sector público activadas, la formulación y 
aprobación de las modificaciones presupuestarias dentro y entre grupos de gastos permanentes y no permanentes. 
(…) 8. Delimitación de las zonas geográficas afectadas. (…) 9. Habilitar al ente encargado de la gestión y 
administración de los bienes del Estado para que, de conformidad con el Reglamento General de Aplicación de la 
presente Ley y previo informe del ente rector de la gestión integral del riesgo de desastres, autorice o disponga el uso 
o destino temporal o definitivo de los bienes bajo su administración para establecimiento de alojamientos temporales, 
o realización de tareas de prevención, mitigación, remediación, limpieza de cunetas, canales y vías, desasolve de ríos, 
retiro de escombros, entre otros. La Reglamentación observará la naturaleza expedita que requieren los procesos, 
procedimientos y las autorizaciones respectivas. (…) 10. Otras determinadas en el reglamento general de aplicación 
de la presente ley (…)”; 
 
Que, el Art. 3 del Código Orgánico Administrativo dispone: “Principio de eficacia. Las actuaciones administrativas se 
realizan en función del cumplimiento de los fines previstos para cada órgano o entidad pública, en el ámbito de sus 
competencias”; 
 
Que, el Art. 4 del COA determina: “Principio de eficiencia. Las actuaciones administrativas aplicarán las medidas que 
faciliten el ejercicio de los derechos de las personas. Se prohíben las dilaciones o retardos injustificados y la exigencia 
de requisitos puramente formales”; 
 
Que, el Art. 7 del Ibídem establece: “Principio de desconcentración.- La función administrativa se desarrolla bajo el 
criterio de distribución objetiva de funciones, privilegia la delegación de la repartición de funciones entre los órganos 
de una misma administración pública, para descongestionar y acercar las administraciones a las personas”; 
 
Que, el Art. 47 Ut Supra dispone: “La máxima autoridad administrativa de la correspondiente entidad pública ejerce su 
representación para intervenir en todos los actos, contratos y relaciones jurídicas sujetas a su competencia. Esta 
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autoridad no requiere delegación o autorización alguna de un órgano o entidad superior, salvo en los casos 
expresamente previstos en la ley”; 
 
Que, mediante acta de sesión extraordinaria de concejo cantonal signada con el No. 010-CC-GADMCH-2024, de 
fecha 16 de junio de 2024, resolvió por mayoría que: “Por las fuertes lluvias precipitadas los días 15 y 16 de junio de 
2024 se declare el estado de emergencia cantonal por sesenta días”;  
 
Que, mediante Resolución emitida por el COE CANTONAL signada con el No. 002-2024-GADMCH, de fecha 16 de 
junio de 2024, por mayoría en el punto 1 se resolvió: “ADOPTAR LA RESOLUCIÓN DEL CONCEJO CANTONAL Y 
DECLARAR EL ESTADO DE EMERGENCIA EN TODO EL CANTÓN CHAMBO DURANTE 60 DÍAS”;  
 
Que, el Pleno de la Junta Provincial Electoral de Chimborazo, confiere la Credencial de Alcalde del Gobierno 
Autónomo Descentralizado Municipal del cantón Chambo a LUIS BERNADO ESCOBAR GARCÉS, para cumplir las 
funciones de para el periodo 2023 – 2027; 
 
Que, mediante acción de personal signada con el No. 047, de fecha 15 de mayo de 2023, se extiende el 
Nombramiento a Período Fijo al Dr. Luis Bernardo Escobar Garcés, Alcalde de GAD Municipal de Chambo, conforme 
las elecciones seccionales efectuadas el 05 de febrero de 2023, y una vez proclamado los resultados definitivos por la 
Junta Provincial Electoral de Chimborazo quienes confieren la Credencial de Alcalde y según el Art. 91 de la Ley 
Orgánica Electoral Código de la Democracia los Alcaldes y Concejales Municipales se posesionarán y entraran en 
funciones el 14 de mayo del año de su elección, acción de personal que rige a partir del 14 de mayo de 2023; y, 
 
Que, en uso de las atribuciones constitucionales y legales conferidas en calidad de máxima autoridad del Gobierno 
Autónomo Descentralizado Municipal, emito la siguiente Resolución Administrativa. 
 

RESUELVO: 
 

Artículo 1.- DECLARAR en estado de emergencia por el lapso de 60 días al Gobierno Autónomo Descentralizado 
Municipal del cantón Chambo, con la finalidad de dar atención a la situación de Emergencia presentada en el 
cantón Chambo, por las fuertes lluvias precipitadas los días 15 y 16 de junio de 2024. 

 
Artículo 2.- DISPONER a las diferentes Direcciones, Jefaturas y personal operativo del Gobierno Autónomo 
Descentralizado Municipal del cantón Chambo que, en el ámbito de sus  competencias y responsabilidades se 
mantengan operativos y en estado de permanente alerta para realizar las acciones inmediatas que  se requieran 
para proteger a la ciudadanía, infraestructura física, la red vial, dotación de servicios básicos  y afrontar cualquier 
situación negativa que se pudiera generar por la situación de emergencia natural que está ocurriendo en el cantón 
Chambo. 

 
Artículo 3.- DIRPONER que la Dirección Financiera del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón 
Chambo, optimice y facilite los recursos que se requirieran para atender estas emergencias, a través de traspasos, 
suplementos, reducciones y demás herramientas  financieras existentes dentro del presupuesto del Gobierno Autónomo 
Descentralizado Municipal del cantón Chambo aprobado; respetando para el efecto el ordenamiento jurídico vigente.  

 
La Unidad de Compras Públicas, las Direcciones y Jefaturas del GADM CHAMBO;  así como las demás dependencias 
y áreas técnicas serán responsables de los procesos de contratación pública, administración y fiscalización; 
dependencias que velarán por la transparencia, eficacia, economía, calidad y conformidad con los procedimientos 
previstos en la normativa vigente, a fin de superar exitosamente la emergencia actual. 

 
Artículo 4.- Por efectos de la emergencia declarada dentro del cantón Chambo, se expresa que no es posible 
llevar a cabo procedimientos de contratación comunes, por lo que el Gobierno Autónomo Descentralizado 
Municipal del cantón Chambo, podrá contratar de manera directa las obras, bienes o servicios, incluidos los de 
consultoría, que se requieran para superar la situación de emergencia, de conformidad con lo dispuesto en el 
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artículo 57 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública.  

 
Artículo 5.- PRIOROZAR los recursos económicos del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón 
Chambo, a fin de salvaguardar las necesidades de las poblaciones   afectadas, en esta emergencia. 

 
Artículo 6.- REMITIR la presente resolución de declaratoria de emergencia cantonal, al Mgs. Daniel Noboa Azín, 
Presidente Constitucional de la República del Ecuador, en consecuencia, de ello se remita los recursos 
correspondientes a las entidades pertinentes, a fin de poder superar el particular 

 
Artículo 7.- DISPONER a la Unidad de Compras Públicas, la publicación inmediata de la presente Resolución en el 
Portal de Compras Públicas. 
 
Artículo 8.- DISPONER a la Unidad de Compras Públicas, que una vez superada la situación de emergencia dentro 
del cantón, publique en el Portal de Compras Públicas un informe al tenor de lo dispuesto en la LOSNCP y su 
Reglamento General, mismo que será emitido   por las Direcciones competentes del GADM CAHMBO, quienes 
motivaron la resolución de declaratoria de emergencia del COE. 
 
Artículo 9.- La presente Declaratoria de Emergencia estará vigente por 60 días contados a partir de la fecha de 
publicación en el Portal de   Compras Públicas. 
 
Artículo 10.- NOTIFÍQUESE a la Gobernación de la Provincia de Chimborazo; al Cuerpo de Bomberos del cantón 
Chambo; al Jefe Político de Chambo; al Comisario Nacional de Policía de Chambo; a la Intendencia General de 
Policía de Chimborazo; a la Dirección Distrital de Chimborazo del Ministerio de Inclusión Económica y Social 
MIES; a la Coordinación Zonal 3 del Ministerio de Salud Pública; a la Dirección Distrital de Educación Chimborazo; 
a la Dirección Distrital del Ministerio de Agricultura y Ganadería Chimborazo; a la Secretaria de Gestión de 
Riesgos; a la Dirección Provincial del Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda de Chimborazo; a la Dirección 
Provincial del Ministerio de Transportes y Obras Públicas de Chimborazo, al Gobierno Autónomo Descentralizado 
Provincial de Chimborazo, y a la Asociación de Municipalidades Regional 3. 
 
Artículo 11.- DISPONER que de forma permanente el COE CANTONAL, permanezca activo durante el periodo 
declarado en emergencia. 
 
Artículo 12.- DISPONER a la Unidad de Sistemas del Gobierno Autónomo del Gobierno Autónomo 
descentralizado Municipal del cantón Chambo, publique la presente resolución en la página web institucional; así 
como en los demás dominios Institucionales. 

 
Disposición General. - La presente resolución será puesta en conocimiento del Consejo Cantonal con las 
acciones derivadas de su aplicación. 
 
Disposición Final.- La presente resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción sin perjuicio de su 
publicación. 
 
Dado y firmado den el Salón Blanco del GADM CHAMBO, a los 17 días del mes de junio de 2024. 

 
Notifíquese, Publíquese y ejecútese –   

 
 
 

DR. LUIS BERNARDO ESCOBAR GARCÉS. 
ALCALDE DEL CANTON CHAMBO.  
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CERTIFICO: Que la presente RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA No. 062-GADMCH-2024-ESTADO-EMERGENCIA, 
fue firmada por el  Dr. Luis Bernardo Escobar Garcés, Alcalde del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal 
del cantón Chambo, en el lugar y fecha indicada.  
 
 
 
 
 
 
 

Abg. Víctor Alfonso Reino Pilco 
SECRETARIO DE CONCEJO DEL GAD MUNICIPAL DE CHAMBO 
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